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1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el representante judicial de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV-, en contra del fallo de tutela emitido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira. 
2. ANTECEDENTES
2.1 El señor Fernando Antonio Quintero Acosta interpuso acción de tutela en contra de la UARIV, por considerar vulnerado su derecho fundamental de petición. El supuesto fáctico de la demanda es el siguiente: 
· El 7 de junio de 2013 radicó ante la entidad accionada un derecho de petición. Sin embargo, a la fecha de la formulación de la presente acción de tutela no ha recibido respuesta alguna a dicho requerimiento. 
2.2 Solicita que se ordene a la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas  dar respuesta efectiva  a la solicitud elevada el 7 de junio de 2013.
2.3 Anexó copia de la solicitud aludida, mediante la requiere que se enuncien los motivos por los cuales le fue denegada la reparación por la muerte violenta de su hermano.
2.4 Mediante auto del 21 de marzo de 2013 el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la acción de tutela, y ordenó correr traslado de la demanda a la entidad accionada. 
3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.1 Unidad  Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas 
El representante judicial de la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas dio respuesta al amparo de tutela de la siguiente manera: 
· Transcribió apartes del artículo 11 del decreto 2596 del 2000 referente a las razones de la no inscripción en el RUPD. 

· Esa entidad cumplió con el procedimiento establecido para la no inscripción del accionante en la forma que establece la ley,  ya que no cumple con los requisitos legales. 
· De la información contenida en el sistema SIPOD se extracta que el señor Fernando Acosta Quintero se encuentra valorado como “no incluido” en el registro único de población desplazada, de lo cual se infiere que a pesar de haber realizado declaración, mediante acto administrativo debidamente motivado, la UARIV concluyó que era improcedente su ingreso, ya que los hechos denunciados no encuadran dentro de las exigencias de la la ley 387 de 1997.
· El accionante tuvo a su disposición el trámite legal consagrado en el Código Contencioso Administrativo para debatir la legalidad del acto que decidió su no inclusión en el RUPD, el cual goza de presunción de legalidad y que puede ser objeto de discusión judicial dentro de un proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, y no a través de la acción de tutela. 
· Esa entidad está en la obligación de dar cumplimiento a la decisión de no inclusión del accionante en el RUDP, y de no hacerlo,  comprometería  su responsabilidad administrativa al desconocer la ejecutividad  y ejecutoriedad del acto.
· Si la intención del accionante era reconsiderar la situación de hecho que según su dicho ocasionó su traslado del territorio nacional (sic), debió hacer uso de los recursos de la vía gubernativa, más no del presente mecanismo constitucional, máxime cuando la UARIV no ha vulnerado los derechos fundamentales del señor Quintero Acosta. 
· Solicita que se requiera al accionante para que se dirija a la sede administrativa de la UARIV en la ciudad de Pereira, con el fin dar claridad a lo solicitado por el actor pues ha sido imposible verificar lo afirmado por el mismo, lo que entorpece el trámite normal del derecho de petición radicado ante esa entidad. 

· Pidió que se negaran las peticiones incoadas por el señor Fernando Antonio Quintero Acosta en el escrito de tutela, pues no se ha producido violación alguna de derechos.
4. DECISIÓN DE  PRIMERA INSTANCIA 

Mediante sentencia del 7 de abril de 2014 el Juzgado Primero Penal del Circuito de  Pereira resolvió: i) tutelar el  derecho fundamental de petición al señor Fernando Antonio Quintero Acosta ; y ii) ordenar la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas que en el término de 48 horas dé respuesta al derecho de petición formulado por el accionante.
5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

El apoderado judicial de la Unidad Administrativa Especial Para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, presentó escrito de impugnación al fallo de tutela en el que expuso lo siguiente: 
· Argumentó su inconformidad con la sentencia de primera instancia con términos similares a los expuestos en la contestación de la demanda. 

· Pese a que esa entidad acreditó que no había vulnerado derecho alguno al demandante, el a quo pasó por alto los procedimientos legales que la UARIV utiliza para garantizar el acceso y goce de los derechos fundamentales de las víctimas, así como los principios en que se funda la gestión administrativa y los precedentes jurisprudenciales sobre la materia objeto de discusión constitucional.

· Como ya se informó el señor Fernando Quintero no se encuentra información en el RUPD,  de lo que se infiere no ha presentado respectiva declaración.
· El actor manifestó que esa Unidad vulneró su derecho fundamental de petición. Sin embargo, a través de las herramientas administrativas con las que cuenta la entidad, no se pudo evidenciar la presentación del derecho de petición. Sumado a lo anterior, el tutelante presentó un documento recibido sin sello, sin número de radicado, y el mismo no coincide con el personal que labora en las instalaciones de la UARIV sede Pereira.
· Solicita revocar el fallo de amparo concedido al accionante por el Juzgado Primero Penal del Circuito.

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1 Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales al tutelar los derechos fundamentales invocados por la accionante. 

6.2 Sobre el derecho de petición

El derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior, comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La  petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

En la Sentencia T-146 de 2012, se dijo respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.

h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”
En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.”
Respecto al derecho de petición de los desplazados, la Corte Constitucional en sentencia T-192 de 2013 expuso que: 

“El artículo 23 de la Constitución Política otorga el derecho a la persona de "presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución". De acuerdo con esta definición, puede decirse que "[e]l núcleo esencial del derecho de petición reside en la [obtención de una] resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido" Unido a lo anterior, es necesario resaltar que no con cualquier comunicación devuelta al peticionario puede considerarse satisfecho su derecho de petición: una verdadera respuesta, si bien no tiene que ser siempre favorable a las pretensiones del peticionario, sí debe cumplir con los  requisitos de ser oportuna, resolver de fondo lo solicitado de manera clara, precisa y congruente, además de ser puesta en conocimiento del peticionario. Igualmente, el derecho de petición, sirve de instrumento que posibilita el ejercicio de otros derechos fundamentales, como por ejemplo en el caso de las personas en situación de desplazamiento, que a través de la petición buscan obtener alguna ayuda económica o subsidio que los ayude a mejorar su precaria situación. Así, puede decirse que "[e]l derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión", entre otros; o incluso los derechos fundamentales de la población desplazada.”
El tema de la población desplazada en Colombia ha sido debatido ampliamente por el Tribunal Constitucional, por la especial protección de que gozan quienes padecen este flagelo, como consecuencia de la condición de marginalidad y extrema vulnerabilidad. En este sentido la sentencia T-563/05 indicó: 

"En efecto, debido a la masiva, sistemática y continua vulneración de derechos fundamentales de la que son objeto, estas personas se encuentran en una especial condición de vulnerabilidad, exclusión y marginalidad, entendida la primera como aquella situación que sin ser elegida por el individuo, le impide acceder a aquellas garantías mínimas que le permiten la realización de sus derechos económicos, sociales y culturales y, en este orden, la adopción de un proyecto de vida; la segunda, como la ruptura de los vínculos que unen a una persona a su comunidad de origen; y, la tercera, como aquélla situación en la que se encuentra un individuo que hace parte de un nuevo escenario en el que no pertenece al grupo de beneficiarios directos de los intercambios regulares y del reconocimiento social. Estas dramáticas características convierten a la población desplazada en sujetos de especial protección constitucional, lo cual debe manifestarse no sólo en el diseño de una política pública de carácter especial, sino en la asignación prioritaria de recursos para su atención, incluso por encima del gasto público social”.  (Subrayas nuestras)
6.3 Solución al caso concreto 

De la información aportada al presente trámite, se advierte que 7 de junio de 2013 el señor Fernando Antonio Quintero Acosta radicó ante la UARIV un derecho de petición en el que solicitó información sobre los motivos por los cuales le había sido negada la reclamación y reparación por la muerte violenta de si hermano. Sin embargo, a la fecha de interposición del presente amparo (21 de marzo de 2014), dicha entidad no había dado respuesta de fondo a su requerimiento. 
La UARIV en su escrito de impugnación indicó que esa entidad no ha vulnerado los derechos invocados por el tutelante. Así mismo expuso que la forma en la que fue recibido el documento aludido por el actor, no corresponde a los lineamientos de esa entidad, pese a tal manifestación, no acreditó sumariamente que en la UARIV se impusieran sellos a los memoriales que presentaran los usuarios. 
De conformidad con los lineamientos constitucionales y la jurisprudencia precedentemente relacionada, el derecho de petición debe ser protegido y garantizado tanto por las entidades públicas como por las privadas, mediante respuestas a las respectivas solicitudes elevadas, las cuales deben ser efectivas, congruentes y oportunas. 
Por ello la conducta del juez constitucional debe propender de manera ineludible a la preservación del pleno ejercicio de los derechos fundamentales y por ende está obligado a hacer uso de los mecanismos y facultades que le otorgan la Constitución y la ley, para que una vez verificada la afectación o vulneración, profiera la orden que garantice su restablecimiento efectivo. 

La ley 1437 de 2011 (código contencioso administrativo) en su artículo 5º dispuso: “Derechos de las personas. 1. Presentar peticiones en cualquiera de sus modalidades, verbalmente, o por escrito, o por cualquier otro medio idóneo y sin necesidad de apoderado, así como a obtener información y orientación acerca de los requisitos que las disposiciones vigentes exijan para tal efecto.

Las anteriores actuaciones podrán ser adelantadas o promovidas por cualquier medio tecnológico o electrónico disponible en la entidad, aún por fuera de las horas de atención al público.

2. Conocer, salvo expresa reserva legal, el estado de cualquier actuación o trámite y obtener copias, a su costa, de los respectivos documentos.

3. Salvo reserva legal, obtener información que repose en los registros y archivos públicos en los términos previstos por la Constitución y las leyes.

4. Obtener respuesta oportuna y eficaz a sus peticiones en los plazos establecidos para el efecto.

(…)”  (Subrayas nuestras)
En el artículo 14º de dicha normatividad
, reza: “Artículo  14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.

Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

1. Las peticiones de documentos deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.

Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad deberá informar de inmediato, y en todo caso antes del vencimiento del término señalado en la ley, esta circunstancia al interesado expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, el cual no podrá exceder del doble del inicialmente previsto”.

Finalmente se debe establecer que el artículo 21 Ibídem, indica que si la entidad a la cual se dirige la petición o solicitud no es la competente, informará al interesado de manera inmediata, si la misma fue elevada verbalmente, o dentro de diez días siguientes al de la recepción, si obró por escrito, y remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario. 

En el caso sub lite nos encontramos ante una de las maneras que puede adquirir la comunicación entre el accionante y las autoridades públicas, que tiene unas características peculiares que la diferencian de otras modalidades como el derecho de petición en interés general, previsto en los artículos 5, y del 13 al 31 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

Sobre la obligación de comunicar las respuestas en  materia de derecho de petición, se ha dicho lo siguiente en la jurisprudencia de la Corte Constitucional:

“Tratándose del derecho fundamental de petición, consagrado en el artículo 23 de la Carta Política, conlleva que la autoridad requerida, o el particular en los eventos que contempla la ley, emita una pronta respuesta a lo pedido, esto es, respetando el término concedido para tal efecto. Sin embargo, esa garantía no sólo implica que la solución al petitum se emita dentro del plazo oportuno, sino que dicha respuesta debe: i) ser de fondo, esto es, que resuelva la cuestión sometida a estudio, bien sea favorable o desfavorable a los intereses del peticionario; ii) ser congruente frente a la petición elevada; y, iii) debe ser puesta en conocimiento del peticionario. Entonces, si la respuesta emitida por el ente requerido carece de uno de estos tres presupuestos, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental.

Con ocasión de este tema, la Corte Constitucional también explicó:

“Se ha dicho en reiteradas ocasiones que el derecho de petición se vulnera si no existe una respuesta oportuna
 a la petición elevada. Además, que ésta debe ser de fondo. Estas dos características deben estar complementadas con la congruencia de lo respondido con lo pedido. Así, la respuesta debe versar sobre aquello preguntado por la persona y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición. Esto no excluye el que además de responder de manera congruente lo pedido se suministre información relacionada que pueda ayudar a una información plena de la respuesta dada.

El derecho de petición sólo se ve protegido en el momento en que la persona que elevó la solicitud conoce su respuesta
.” (Resaltado fuera de texto).
Pese a que se alega por parte de la entidad accionada, que la petición no fue remitida a la UARIV, dicho argumento no fue expuesto en la contestación de la demanda de tutela, razón por la que obviamente el Juez de primera instancia no lo tuvo en cuenta; no obstante lo anterior, respecto de este hecho puntual opera la presunción de veracidad contenida en el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, que indica: “…Si el informe no fuere rendido dentro  del plazo correspondiente, se tendrán por ciertos los hechos y se entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime necesaria otra averiguación previa…”
Toda vez que el señor Fernando Antonio Quintero Acosta no cuenta con otro mecanismo judicial idóneo para hacer valer su garantía constitucional ante la ausencia de una respuesta de fondo a sus pretensiones, esta Corporación infiere que se configuran los presupuestos constitucionales y jurisprudenciales para garantizar el derecho fundamental de petición al demandante y en consecuencia, confirmará el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira. 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la  República y por mandato de la Constitución y la ley 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira el 7 de de abril de 2014 dentro de la acción de tutela incoada por el señor Fernando Antonio Quintero Acosta. 
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-818-11 de 1o. de noviembre de 2011, Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. El aparte tercero de la decisión expresa: 'Conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia, los efectos de la anterior declaración de INEXEQUIBILIDAD quedan diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, a fin de que el Congreso expida la Ley Estatutaria correspondiente'. 





� T-669 de agosto 6 de 2003), M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 


� “Ver sentencia T-159/93, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa. El actor interpuso acción de tutela a nombre de su hijo, quien había perdido el 100% de su capacidad laboral con el fin de que se le protegiera el derecho fundamental de petición y en consecuencia se le reconociera y pagara la pensión de invalidez a que tenía derecho. No obstante, luego de más de dos años de presentada la solicitud, la demandada no había respondido. En la sentencia T-1160  A /01, M. P. Manuel José Cepeda se concedió la tutela a una persona que había interpuesto recurso de apelación contra la decisión negativa de pensión de invalidez de origen no profesional y pasados más de seis meses no había obtenido respuesta alguna.”


� “En sentencia T-178/00, M. P. José Gregorio Hernández (la Corte conoció de una tutela presentada en virtud de que una personería municipal no había respondido a una solicitud presentada. A pesar de constatar que la entidad accionada había actuado en consecuencia con lo pedido, se comprobó que no había informado al accionante sobre tales actuaciones, vulnerándose así el derecho de petición).”





Página 1 de 12

